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A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 3 de junio de 2009, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Negri, de Lázzari, Pettigiani, Soria, Kogan, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa L. 95.059, "D. , D. J. contra Soco‑Ril y otro. Daños y perjuicios".

A N T E C E D E N T E S

El Tribunal del Trabajo Nº 2 de San Nicolás acogió parcialmente la acción deducida, imponiendo las costas del modo que especifica.

La parte actora dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.

Dictada la providencia de autos y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N

¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:
I. El Tribunal del Trabajo hizo lugar a la demanda promovida por D. J. D. contra "Soco‑Ril S.A.", mediante la cual le había reclamado el resarcimiento de los daños y perjuicios derivados del accidente de trabajo que padeció el día 9-VIII-1997, oportunidad en la cual, tras haber ingresado al lugar donde se deslizaban los tubos de acero cuyo acondicionamiento y revestimiento se realizaba en el establecimiento de la empresa demandada, uno de ellos se zafó y volvió hacia atrás, golpeando al accionante en la cabeza, lo que le provocó diversas secuelas físicas (lesión definitiva periférica del nervio facial izquierdo, enoftalmia, borramiento del surco nasobucal del mismo hemisferio, desviación de la comisura labial y disglusia del borde lingual izquierdo, así como hipoacusia bilateral con acúfenos permanentes) que lo incapacitaron en un 40,28% del índice de la total obrera.

Partiendo de dicha plataforma fáctica, el a quo juzgó configurada la responsabilidad de la accionada en los términos del art. 1113 del Código Civil, en la inteligencia de que los tubos en cuestión tuvieron ‑en tanto "cosas riesgosas"‑ entidad suficiente para provocar el daño en la salud del trabajador. Empero, aclaró el juzgador que la conducta del accionante incidió "en grado principalísimo" en la producción del infortunio, toda vez que obró con imprudencia o negligencia al introducirse en una zona peligrosa en la cual no estaba autorizado o sabía o debía saber que no debía colocarse. En consecuencia, verificándose una concausalidad de factores generadores del infortunio, el sentenciante juzgó equitativo atribuir la responsabilidad en un 60% a la conducta de la víctima, debiendo resarcir la accionada solamente el 40% del daño padecido por el trabajador.

Sentado ello, y puesto a determinar la magnitud de la indemnización que le correspondía percibir al actor en concepto de daño material, el tribunal la cuantificó en la suma de $ 16.120, resultado al que arribó al multiplicar el importe de $ 1000 por cada punto de incapacidad, teniendo en cuenta el porcentaje de ella atribuida al trabajo (40%). A tal fin, refirió haber ponderado la edad del actor, su estado civil, el monto de su salario y las dificultades para la obtención de un nuevo empleo. Asimismo, reconoció la suma de $ 3748 en concepto de gastos médicos y fijó en el 30% del daño material ($ 4836) el resarcimiento por el daño moral sufrido por el actor como consecuencia del infortunio.

Por último, el a quo ordenó descontar de la reparación de los daños y perjuicios ($ 24.704), el importe supuestamente percibido por el actor de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo en concepto de indemnización por incapacidad laboral permanente parcial definitiva ($ 9900), por lo que condenó a la accionada a abonarle la suma de $14.804. Tuvo por acreditada la existencia del pago efectuado al actor por "Omega A.R.T. S.A." con los comprobantes por ella acompañados a fs. 313/314 (vered., fs. 774/780 vta. y sent., fs. 782/795 vta.).

II. Contra dicha decisión se alza el actor, mediante recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley en el que denuncia absurdo y violación de los arts. 138 de la Ley de Contrato de Trabajo; 731 inc. 1°, 1012 y 1113 del Código Civil y de la doctrina legal que cita (fs. 799/809 vta.).

Plantea los siguientes agravios:

1. En primer lugar, cuestiona que el tribunal resolviera descontar de la indemnización que declaró procedente el importe de $ 9900 supuestamente abonado al actor por la Aseguradora de Riesgos del Trabajo.

En ese sentido, aduce que el tribunal incurrió en absurdo, toda vez que el actor negó haber percibido dicha suma y desconoció la autenticidad de la documental indicada, sin que la accionada ofreciera o produjera prueba subsidiaria alguna para la acreditación del pago.

Añade que, al haber considerado a los instrumentos de fs. 313/314 como recibos de pago, el fallo transgrede los arts. 138 de la Ley de Contrato de Trabajo y 1012 del Código Civil, así como la doctrina legal de esta Corte que identifica, toda vez que los mismos carecen de firma alguna atribuible al actor.

Sostiene, en suma, que mal pudo el tribunal de grado descontar un pago inexistente y carente de instrumentación alguna que, para más, fue negado por la parte actora.

2. En otro orden de ideas, denuncia que, al haber establecido la responsabilidad concurrente del actor en la producción del siniestro, el tribunal violó el art. 1113 del Código Civil y su doctrina legal.

Al respecto, señala que, en el marco del citado precepto legal, lo que interesa a los fines de liberar de responsabilidad al dueño o guardián de la cosa riesgosa, es que la conducta de la víctima haya tenido aptitud para interrumpir el nexo causal, lo que no se ha verificado en el caso, pues el actor no realizó acto alguno con entidad suficiente para provocar dicha interrupción. Puntualiza que del propio veredicto surge que el actor se encontraba parado en un punto determinado y el tubo se condujo de modo anormal, zafándose, deslizándose para atrás y golpeando el cráneo de D. , quien se encontraba "como un inerte".

Agrega a lo expuesto que el juzgador incurrió en absurdo, pues no se acreditó que se hubiera prohibido circular o transitar por el lugar en el cual se encontraba el actor al momento del accidente. Por el contrario ‑explica‑ el perito técnico sostuvo en su informe que no existían en el lugar carteles indicadores de la situación de peligro y no existe documentación reconocida que demuestre que el actor hubiera sido entrenado para desempeñar sus tareas. Añade que, en última instancia, mal pudo el tribunal tener por probada circunstancia alguna con la pericia técnica, pues ‑como lo refirió el propio experto en su dictamen‑ las instalaciones en las que se produjo el accidente fueron desmontadas por la accionada.

En consecuencia, concluye, el siniestro se produjo exclusivamente por la intervención de una cosa riesgosa de propiedad de la accionada, por lo que ésta debe responder por la totalidad del daño sufrido por el actor.

3. Por último, cuestiona el quantum indemnizatorio establecido por el tribunal en concepto de reparación integral del daño.

En lo sustancial, sostiene que el tribunal cuantificó la indemnización de manera absurda, a punto tal que la suma reconocida resulta inferior a la que establece el propio régimen tarifado de la Ley de Riesgos del Trabajo. En ese sentido, puntualiza que el fallo reconoció un valor de $ 1300 por punto de incapacidad, mientras que, según surge de la liquidación obrante a fs. 314, en el marco de la ley especial le hubiera correspondido un valor de $ 1470 por cada punto porcentual.

En lo que respecta al daño moral, estima que la suma fijada en un 30% de la incapacidad física se aparta de las reglas de la lógica, pues el actor posee una deformación en su rostro que lo obliga a convivir con la ruptura de su estética, debiendo ser sometido a cirugías reparadoras en una zona tan sensible como el oído, a la par que convivió entre la vida y la muerte producto del aplastamiento que sufrió por parte de los tubos. 

En consecuencia ‑expresa‑ deben reconocerse los montos estimados en la demanda. 

III. El recurso debe prosperar, con el siguiente alcance.

1. Invirtiendo el orden de los agravios por razones metodológicas, he de señalar en primer lugar que el vinculado a la existencia de responsabilidad concurrente del actor en la producción del siniestro debe ser atendido.

a. Tiene dicho esta Suprema Corte que tanto determinar si ha mediado o no interrupción ‑total o parcial‑ del nexo causal entre el hecho y el daño por la actividad de la víctima, como establecer la existencia de las circunstancias fácticas que rodearon o precedieron el accidente, constituyen cuestiones de hecho que sólo pueden ser revisadas en casación mediante la denuncia y demostración de absurdo (conf. causas Ac. 48.625, "Brizuela", sent. del 29‑X‑1991; Ac. 83.362, "Correa", sent. del 1‑X‑2003; Ac. 82.847, "S.,C", sent. del 1‑IX‑2004; Ac. 88.851, "Rodríguez de Pague", sent. del 24-V‑2006; Ac. 94.428, "Godoy", sent. del 19‑IX‑2007). 

Entiendo que el recurrente logra evidenciar que el pronunciamiento adolece de tal vicio, por lo que he de proponer la revocación de la sentencia en este aspecto.

b. Con sustento en la pericia técnica el tribunal consideró acreditado que si bien intervino en la producción del siniestro una cosa riesgosa de propiedad de la accionada, también concurrió a su acaecimiento la conducta personal del actor, en tanto, al momento del accidente, D. se hallaba ubicado en un lugar en el cual no debería haber estado, atento a que no se hallaba autorizado para ello, no pudiendo desconocer el peligro que corría, máxime cuando no logró acreditar que se encontraba realizando las tareas de limpieza que invocó en el escrito de inicio (vered., fs. 776 y vta.; sent., fs. 788 vta./789).

c. Tal conclusión del juzgador no se compadece con las constancias objetivas de la causa.

En efecto, acierta la recurrente en cuanto denuncia que el a quo valoró absurdamente la prueba pericial técnica ‑único elemento probatorio ponderado por el tribunal de grado para fundar su conclusión relativa a la responsabilidad concurrente del trabajador‑ toda vez que el propio experto refirió en su dictamen que la planta de la empresa en la que se accidentó el actor fue trasladada en su totalidad, por lo que sólo pudo observar "el medio laboral actual" (fs. 579), es decir las condiciones de trabajo y de producción existentes en el lugar al que se había trasladado la explotación al momento de la inspección, afirmación que fue completamente soslayada por el juzgador y que resta eficacia probatoria a la experticia, pues lógico es suponer que aquéllas no necesariamente debieron ser idénticas a las desarrolladas en el sitio donde se produjo el siniestro.

De ello se desprende que las escasas conclusiones formuladas sobre el punto por el experto y que fueran valoradas por el tribunal (ver fs. 776) no resultan idóneas para demostrar la responsabilidad del actor en el acaecimiento del accidente, pues es indudable que las reflexiones elaboradas a partir del análisis de un lugar de trabajo distinto a aquél en el cual se accidentó el trabajador, no pueden ilustrar con el grado de certeza que es debido la eventual responsabilidad de éste en su acaecimiento.

A todo evento, y aún soslayando tal circunstancia, el perito refirió expresamente que no se observaban indicaciones expresas de que estuviera prohibido el acceso a la ubicación en la que se produjo el siniestro ("entre los caños, en la zona de acumuladores previo al ingreso de la grallandora"), ni de riesgo de golpe o "atrapamiento" (fs. 578 vta.), agregando posteriormente que hubiera correspondido indicar cuales son los lugares permitidos y los no permitidos cuando el equipo se encuentra en operación (ver ampliación de fs. 604 vta.), todo lo cual descarta la conclusión del tribunal relativa a que el actor "no estaba autorizado" a ubicarse en la zona en la cual se produjo el accidente (sent., fs. 788 vta.).

En ese contexto, resultan por demás desafortunadas las referencias formuladas por el tribunal de grado en orden a que el actor "no adoptó las previsiones y cuidados que la situación particular le exigía para evitar el acaecimiento del infortunio" (fs. 790 vta.), como aquellas otras relativas a que aquél "sabía o debía saber por sentido común que no debía colocarse entre los tubos" (fs. 788 vta.), toda vez que, contrariamente a lo que pareciera desprenderse de tales afirmaciones, resulta a todas luces evidente que el deber de seguridad no puede ni debe ser delegado en sus destinatarios (conf. causas L. 39.468, "Pinilla Mela", sent. del 26‑IV‑1988; L. 50.988, "De la Fuente", sent. del 12‑IV‑1994; L. 88.330, "C., E.", sent. del 31‑VIII‑2007, entre muchas otras). 

Destaco, por lo demás, que el propio tribunal refirió que no se encontraba controvertido el hecho de que, al momento de ingresar al lugar donde se deslizaban los tubos, el actor se encontraba desempeñando tareas en su sector (vered., fs. 775 vta.), lo que torna irrelevante para definir la cuestión bajo análisis la circunstancia de que no se probó que estuviera realizando tareas de limpieza. 

En definitiva, ante la ausencia de elementos probatorios para definir la cuestión, lo único que resulta indudable es que, al producirse el accidente, el accionante estaba desempeñando sus tareas habituales, en un lugar en el cual no se probó que estuviera prohibido o contraindicado el acceso, lo que demuestra que, en última instancia, no existió actitud alguna de la accionada destinada a modificar la forma en que el trabajador estaba realizando sus labores. Como quedó dicho, era la demandada quien estaba obligada a impedir que los operarios desempeñaran sus tareas en un lugar en el cual podían llegar a resultar dañados en caso de que se produjera el desplazamiento de los tubos, deber que mal podría trasladarse a éstos. 

Resultando que la pericial técnica (cuyo valor, a esos efectos, es completamente irrelevante, según quedó dicho) fue la única prueba que el a quo refirió haber ponderado para fundar su conclusión relativa a que la conducta del actor interrumpió parcialmente el nexo causal entre la cosa riesgosa de propiedad de la accionada y el daño sufrido por aquél, surge evidente el absurdo en que incurrió el tribunal, toda vez que la demandada ‑sobre quien (al haber alegado, innovando en la posición del actor, tal hecho extintivo, susceptible de eximir la responsabilidad que le correspondía por el accidente, cuya existencia y mecánica reconoció) pesaba la carga de demostrar la existencia de "culpa" de la víctima‑ no aportó ningún elemento probatorio adicional para acreditarlo. Por lo demás, tampoco probó su alegación relativa a que el actor empujó mal el caño e hizo que el mismo cayera incorrectamente en el elevador provocando que retrocediera (réplica, fs. 137, vta.). En suma, no logró acreditar ninguno de los lacónicos argumentos en que basó su defensa. 

En consecuencia, ante la referida orfandad probatoria, se impone concluir que no quedó demostrada la interrupción del nexo causal, y hallándose firme la responsabilidad de la accionada en la producción del siniestro (pues, aun vencida parcialmente, no cuestionó la atribución de responsabilidad efectuada en el fallo con fundamento en el art. 1113 del Código Civil) se impone concluir que la demandada deberá responder por la totalidad del daño causado en su carácter de dueña y guardiana de la cosa riesgosa con la que se accidentó el trabajador.

2. A tenor de lo resuelto en el apartado anterior, deberá cuantificarse nuevamente la reparación que corresponde percibir al accionante, por lo que el agravio vinculado al importe de la indemnización no debe ser abordado en esta instancia.

3. La crítica relativa a la deducción de la suma presuntamente abonada por la Aseguradora de Riesgos del Trabajo resulta igualmente procedente.

a. En el escrito de inicio el actor reclamó la reparación integral de los daños derivados del accidente, sin hacer referencia alguna a las prestaciones establecidas en la ley 24.557.

La demandada señaló que el actor recibió prestaciones en especie de "Omega A.R.T. S.A." (fs. 126 vta./127). Asimismo, solicitó que se citase como tercero a la referida Aseguradora de Riesgos del Trabajo (fs. 128 vta.).

El tribunal acogió dicha solicitud y procedió a citar a "Omega A.R.T. S.A." (fs. 163). Empero, al contestar el segundo traslado, el actor se opuso a la citación y solicitó la revocación de dicha resolución del tribunal (fs. 165 vta./166). Tras correr traslado a la accionada de tal petición (fs. 173), y habiendo esta guardado silencio al respecto, el tribunal acogió la revocatoria y la dejó sin efecto, en la inteligencia de que, ante las manifestaciones del actor y el silencio mantenido por la demandada "no se da circunstancia alguna que haga viable la citación requerida" (ver res. de fs. 176/177 vta.). 

Pese a lo expuesto en el párrafo anterior, "Omega A.R.T. S..A" contestó la citación (fs. 246/267). Sin perjuicio de sostener expresamente la improcedencia de su intervención en el proceso (fs. 247 vta.), dicha aseguradora señaló que había abonado al actor no sólo prestaciones en especie, sino también, la suma de $ 9900 en concepto de "incapacidad laboral parcial, permanente y definitiva" (fs. 252). Con el objeto de acreditar dicho pago, acompañó, ente otras pruebas, la documental de fs. 313/314, con sustento en la cual el tribunal de grado culminó considerando probada la percepción de dicha suma por el actor.

Posteriormente, la propia accionada desistió de la citación de "Omega A.R.T. S.A." (ver fs. 278), corriendo un nuevo traslado el tribunal (fs. 335) que, impugnado por el actor (fs. 336 vta.), fue dejado sin efecto por el a quo a fs. 341, oportunidad en la que dio por concluida la intervención de dicha aseguradora en el litigio.

A todo ello cabe agregar que, tanto al responder el traslado de la contestación de la demanda (fs. 165 y 167), como al replicar el que se le confirió tras la presentación de "Omega A.R.T." (fs. 338 vta. y 339 vta.), el actor negó haber percibido prestación en especie o dineraria alguna en el marco de la ley 24.557. En esta segunda contestación desconoció específicamente, además, la autenticidad y contenido de los "recibos de pago" acompañados por la aseguradora, resaltando que no contenían firma alguna (fs. 340). 

b. Lo hasta aquí expuesto demuestra con claridad el manifiesto absurdo en que incurrió el tribunal al considerar demostrado que el actor percibió de parte de "Omega A.R.T. S.A." la suma de $ 9900 por las prestaciones previstas en la ley 24.557.

En efecto, en relación a este hecho controvertido el juzgador se limitó a señalar que la aseguradora "pagó la suma de $9.900 en concepto de ILPPD (conf. comprobante de pago de fondos obrante a fs. 313/314...)" (vered., fs. 778 vta.), conclusión con sustento en la cual culminó ordenando la deducción de ese importe de la suma que reconoció en concepto de reparación integral del daño (sent., fs. 792).

Al haber resuelto de ese modo, se apartó flagrantemente de las constancias de la causa, por diversas razones que sintetizaré seguidamente.

(i) En primer lugar, cabe destacar que el a quo consideró acreditado el pago con prueba documental acompañada por un tercero cuya citación fue revocada (primero) y desistida por quien la había solicitado (después). Luego, más allá de las notorias inconsistencias procesales en que incurrió el tribunal (toda vez que sucesivamente acogió la citación, para después dejarla sin efecto a pedido del actor, y más adelante, aunque dicha revocación quedó firme al no haber sido cuestionada, admitió la presentación de la aseguradora y corrió traslado del pedido de desistimiento de la citación formulado por la accionada, al que finalmente dejó sin efecto al haberle "recordado" el actor la resolución previamente adoptada) resulta evidente que ‑firme la resolución que dejó sin efecto su citación como tercero‑ el tribunal debió haber ordenado el desglose de la presentación de "Omega A.R.T.", incluyendo la prueba documental acompañada. Empero, no sólo no lo hizo, sino que, además, culminó valorando dicha instrumental a los efectos de considerar demostrado el pago que ésta denunció haber efectuado.

(ii) Para más ‑y aun prescindiendo de dichas circunstancias, que, en rigor, bastan para revocar la decisión, pues fue la aseguradora quien denunció haber pagado dicha suma, lo que no fue alegado por la demandada en la réplica‑ el actor no sólo desconoció el pago invocado por "Omega A.R.T. S.A.", sino que, incluso, desconoció expresamente la documental de fs. 313/314. Frente a esa negativa específica, dichos instrumentos (recibo de "salida de fondos" y formulario de pago por la suma de $ 9900, en el que figura el nombre del actor, mas se encuentran en blanco los espacios correspondientes a la firma de éste y a la fecha) resultan completamente irrelevantes para acreditar el pago, toda vez que en modo alguno permiten verificar la efectiva percepción por el actor de la cifra allí mencionada.

IV. En atención a las consideraciones antecedentes, corresponde hacer lugar al recurso traído y revocar la sentencia atacada en cuanto eximió parcialmente de responsabilidad a la accionada y ordenó deducir del monto de la reparación integral que ordenó pagar a ésta la suma de $ 9900.

Los autos deberán volver al tribunal de grado a los fines de que cuantifique nuevamente la indemnización que debe percibir el accionante con arreglo a lo que aquí ha sido resuelto.

Costas a la demandada vencida (art. 289 del C.P.C.C.).

Con el alcance indicado, voto por la afirmativa.


Los señores jueces doctores de Lázzari y Pettigiani, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Negri, votaron también por la afirmativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

Adhiero a lo expuesto por el colega doctor Negri en su voto, aunque en lo que respecta al agravio vinculado con la responsabilidad concurrente de la víctima definida en el fallo de grado, lo hago en los siguientes términos.

1. Para analizar los sucesos que rodearon al accidente, el tribunal partió de considerar ‑luego de describir las labores que aquél desplegaba‑ que no se hallaba controvertido que el accionante al tiempo del infortunio "se encontraba desempeñando tareas en su sector". Fue en ese marco que, valorando la prueba testimonial, juzgó acreditado que al ingresar al lugar donde se deslizaban los tubos "cuando el operador pretende alzar uno de ellos con las cuñas para introducirlo en la granalladora, aquél se zafa y vuelve hacia atrás […] golpeando al actor en su cabeza" (fs. 775 vta., vered., 3ra. cuestión). 

A tenor de lo informado por el experto técnico en su dictamen, sostuvo el sentenciante que "existía riesgo de golpe o atrapamiento si el operario se ubicaba entre los caños" (fs. 776, vered., 4ta. cuestión).

Señaló también que, según lo declarado por el testigo Sánchez, el actor se encontraba parado "frente al tubo que hacía tope y de espalda al que era atrapado por las cuñas y que luego se zafara" (fs. cit., vered., 5ta. cuestión).

Seguidamente consideró que el lugar donde ocurrió el accidente demuestra que el accionante obró con imprudencia o negligencia, ya que ‑en definitiva‑ "imprudentemente se introdujo en una zona peligrosa" (fs. 776 y vta.), incidiendo su conducta en grado "principalísimo en la producción del infortunio" (fs. 778, vered., 7ma. cuestión).

Con tales antecedentes, juzgó en la sentencia que la parte demandada logró acreditar como causa exculpatoria la conducta del actor, toda vez que resultó probado que "no estaba autorizado para colocarse entre los tubos en movimiento", siendo dicho comportamiento un factor que contribuyó al acaecimiento del accidente. A mayor abundamiento ‑dijo‑ debía saber el señor D. que no correspondía situarse en el lugar en el que se desencadenó el infortunio (fs. 788 vta.).

2. El fundamento esgrimido por el tribunal para resolver la concurrencia de culpa del actor, no tiene sustento en las constancias objetivas de la causa. 

Mas allá de haber resultado probado con los testimonios brindados en la audiencia de vista de causa que el reclamante se hallaba trabajando entre dos tubos y que fue uno de ellos el que lo golpeó ‑descartándose un eventual desplazamiento lateral del objeto‑, lo cierto es que no se acreditó por conducto de elemento probatorio alguno que ese obrar haya sido realizado sin autorización, tampoco, que en el orden normal del proceso de traslado de los tubos, el situarse en ese lugar representase tal riesgo para el obrero que autorice a calificar de imprudente su accionar. 

La prueba pericial técnica, único elemento al que recurre el juzgador para destacar los riesgos que implicaba accionar del modo en que lo hizo el actor, realizada en el lugar físico donde se desempeñó, aunque cuando ya la empresa había sido trasladada en su totalidad (fs. 579 y 604 vta.), no da razón válida alguna acerca del motivo de la incorrección que le atribuye. 

En ello estriba la absurdidad que invoca el recurrente. 

Luego, como con precisión lo destaca el colega que inaugura este acuerdo, toda consideración desplegada a partir de dicha labor pericial se exhibe inidónea para definir una eventual responsabilidad de la víctima en el suceso fundante de su reclamo.

Con el alcance indicado, voto por la afirmativa.


La señora Jueza doctora Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Negri, votó también por la afirmativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se hace lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley traído, y en consecuencia, se revoca la sentencia impugnada en cuanto eximió parcialmente de responsabilidad a la demandada y, asimismo, al ordenar deducir, del monto de la reparación integral del daño acreditado por el actor, la suma de $ 9900. Vuelvan los autos al tribunal de origen para que cuantifique nuevamente la indemnización que debe percibir el accionante con arreglo a lo que aquí se ha decidido. Costas a la demandada (art. 289, C.P.C.C.).

Regístrese y notifíquese.
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